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Asunto: Acción de tutela Nº 2020 – 223 

  Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  Catorce de septiembre de dos mil veinte 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

- Benjamín Antonio Torrijo Calvo. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por el tutelante en contra de la Unidad Para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas. 

 

b) Vinculadas: 

 

- Alta Consejería Para los Derechos de las Víctimas. 

- Centro de Atención Integral Para las Víctimas. 

- Departamento Administrativo de la Función Pública. 

- Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de Justicia Transicional. 

- Defensoría del Pueblo. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata de los derechos a la indemnización y debido proceso. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: El accionante manifestó que: 

 

- Presentó acción de tutela para indemnización vía administrativa. 
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- Es víctima de desplazamiento forzado y extorción como lo refleja la fiscalía diez 

delegada de barranquilla. 

- Vivía en Santa Marta donde fue amenazado y obligado a desplazarse de su negocio. 

- Requirió a la UARIV para la indemnización.  

 

b) Petición:  

 

- Se amparen los derechos deprecados. 

- Solicita indemnización vía administrativa. 

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

a) Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 

Victimas. 

 

- Para acceder a lo previsto en la Ley 1448 de 2011, debe haberse presentado 

declaración ante el Ministerio Públicos y estar incluida en el Registro Único de 

Victimas. 

- Benjamín Antonio Torrijos Calvo se encuentra incluido en el registro por hecho 

victimizante de Desplazamiento Forzado. 

- Para el reconocimiento de indemnización administrativa es necesario que medie 

solicitud, la cual no fue realizada por el accionante. 

- El actor acude a la acción de tutela sin presentar petición alguna, y sin dar 

oportunidad a la entidad de pronunciarse sobre el trámite adecuado y sin 

acreditar la causación  de un perjuicio irremediable. 

- El accionante no presentó la petición ante la entidad sino en Función Pública. 

- El actor no acreditó el requisito de subsidiariedad dado que el mecanismo 

idóneo para solicitar los beneficios de la Ley 1448 de 2011 es el derecho de 

petición ante la unidad para las Víctimas, a efectos de desplegar los 

procedimientos administrativos. 

- Conceder el amparo vulneraria el derecho a la igualdad, respecto de quien 

presentaron el derecho de petición y sigue el trámite administrativo. 

- No media prueba que configure la excepción a la regla de procedibilidad. 

- El perjuicio irremediable corresponde demostrarlo al actor. 
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b) Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. 

 

- De los aplicativos de gestión documental con los que cuenta Alta Consejería 

para los derechos de las Víctimas, la Paz y la Reconciliación ACDVPR, no se 

encuentra que el accionante presentara solicitud alguna de pago como víctima. 

- Revisado el Sistema de Información Víctima Bogotá SIVIC no se evidencia 

registro de atenciones o proceso de caracterización reciente del accionante, por 

lo que se evidencia que no se acercó a los Centros Locales de Atención a las 

Víctimas en Bogotá, para ser informado de las ofertas de servicios y programas 

de las entidades nacionales y distritales. 

- El señor Benjamin Antonio Torrijo Calvo no se encuentra incluido en el 

Registro Único de Víctima, por la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas. 

- El actor podría acudir a la política pública complementaria del distrito, para lo 

cual basta que se acerque a cualquiera de los CLAV. 

- Se presenta falta de legitimación por pasiva en tanto el accionante no radicó 

petición en la Secretaria General Alcaldía Mayor de Bogotá. 

 

c) Departamento Administrativo de la Función Pública. 

 

- Se opone a las pretensiones por carecer de fundamentos fácticos y jurídicos que 

permitan atribuir a la entidad la violación de derechos fundamentales. 

- No es competente para tramitar la solicitud de indemnización efectuada por el 

accionante, por corresponder a la Unidad para la Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas. 

- La solicitud radicada fue trasladada por competencia mediante radicado 

20202040452391, lo cual le fue informado al peticionario vía correo electrónico. 

- No se videncia prueba sobre algún perjuicio irremediable. 

 

d) Dirección de Justicia Transicional. 

 

- Consultado el Sistema de Información de Justicia y Paz encontró registro de 

Benjamín Antonio Torrijo Calvo, quien figura como víctima de desplazamiento 
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forzado y extorsión en el Registro No. 578613 – Carpeta No. 537878, asignada a 

la Fiscalía 10 Delegada ante el Tribunal de esta Dirección. 

- Corrió traslado al citado Despacho a fin de que se pronuncie. 

 

e) Fiscal 65 Delegada Ante los Jueces Penales del Circuito Especializado Apoyo 

Fiscalía 10 Delegada ante el Tribunal Superior de Distrito de la Dirección de 

Justicia Transicional de Barranquilla. 

 

- Es la segunda vez que responde acción de tutela presentada por Benjamin 

Antonio Torrijos Calvo, respecto de pretensión similar. 

- Revisado el Sistema de Información de Justicia y Paz SIJYP, encontró que el 

accionante, puso en conocimiento los hechos de extorsión y desplazamiento 

forzado de los que fue víctima cuando era propietario de una tienda denominada 

María Cecilia que funcionaba en el barrio el Yucal de la ciudad de Santa Marta. 

- Los hechos reportados se encuentran en proceso de documentación y hasta el 

momento no han sido aceptados. 

- Son diferentes las reparaciones e indemnizaciones de tipo judicial de las 

administrativas. 

- No es de su resorte la inclusión en el Registro Único de Víctimas dentro del 

trámite regido por la Ley 1448 de 2011, sino de la Unidad de Atención y 

Reparación para las Víctimas de la Violencia. 

- En el trámite judicial el actor ya cuenta con la acreditación como víctima. 

- No vulneró los derechos del accionante ya que ha cumplido con los trámites 

establecidos. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración a los derechos implorados por la tutelante por cuenta de la accionada? 

 

8.-Sujetos de especial protección: 
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La Corte Constitucional en sentencia T-584 de 2017 determinó que la población víctima de 

violencia son sujetos de especial protección, al indicar que: 

 

“El juicio de procedibilidad de la acción de tutela se torna menos riguroso frente a los 

sujetos de especial protección constitucional, dentro de los cuales se encuentran las 

personas víctimas de la violencia como consecuencia del estado de debilidad manifiesta en 

el que se hallan y del especial amparo que la Constitución les brinda.  Por tanto, de cara a 

las especiales situaciones en las que se encuentran este grupo de personas y por 

consiguiente su estado de vulnerabilidad, corresponde hacer un examen menos estricto de 

las reglas de procedencia de la acción de tutela.” 

 

Así mismo, indicó en la citada providencia los aspectos característicos de la definición de 

víctima: 

“Se estableció como aspectos característicos de la definición de víctima que los hechos 

victimizantes: (i) hayan ocurrido a partir del 1 de enero de 1985; (ii) se deriven de una 

infracción al DIH o de una violación grave y manifiesta a las normas internacionales de 

derechos humanos; y (iii) se hayan originado con ocasión del conflicto armado”. 

 

8.1.- Respuesta a las peticiones elevadas por la población desplazada 

 

El derecho de petición guarda especial relevancia y atención, respecto a las personas que 

son víctimas del desplazamiento forzado, fijando reglas determinantes para lograr el 

efectivo alcance y protección de este derecho, aspecto que fue objeto de estudio por la 

Corte Constitucional a través de sentencia T-142 de 2017, donde indicó: 

 

“4.1 La jurisprudencia constitucional ha resaltado la obligación de las autoridades ante 

quienes se elevan solicitudes respetuosas, de atender las mismas en forma oportuna, eficaz 

y de fondo1. Asimismo, ha determinado que esta obligación cobra mayor trascendencia en 

aquellas entidades responsables de atender y reparar a las víctimas de desplazamiento 

forzado2. 

4.2 En relación con las peticiones de ayuda que eleva la población desplazada, la sentencia 

T-025 de 20043 estableció que las autoridades competentes tienen el deber de: i) incorporar 

la solicitud en la lista de desplazados peticionarios; ii) informarle a la víctima de 

 
1 En este apartado se sigue de cerca la sentencia T-626 de 2016 (M.P. María Victoria Calle Correa). Ahora, en relación al derecho de 
petición de la población desplazada se pueden ver, entre otras, las siguientes sentencias: T-025 de 2004 (MP Manuel José Cepeda 

Espinosa), T-417 de 2006 (MP Rodrigo Escobar Gil), T-839 de 2006 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-136 de 2007 (MP Jaime Córdoba 

Triviño), T-559 de 2007 (MP Jaime Araujo Rentería), T-501 de 2009 (MP Mauricio González Cuervo), T-044 de 2010 (María Victoria 
Calle Correa), T-085 de 2010 (MP María Victoria Calle Correa), T-106 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-463 de 2010 (MP 

Jorge Iván Palacio Palacio), T-466 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-497 de 2010 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-

517 de 2010 (MP. Mauricio González Cuervo), T-705 de 2010 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-702 de 2012 (MP Luis 
Ernesto Vargas Silva), T-955 de 2012 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-172 de 2013 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-192 de 2013 

(MP Mauricio González Cuervo), T-831A de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-218 de 2014 (MP María Victoria Calle Correa), T-

692 de 2014 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-908 de 2014 (MP Mauricio González Cuervo), T-001 de 2015 (MP Mauricio 
González Cuervo), T-112 de 2015 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-527 de 2015 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), T-167 de 2016 

(MP. Alejandro Linares Cantillo). 
2 T-172 de 2013 (MP Jorge Iván Palacio Palacio) En este fallo se ampararon los derechos fundamentales de petición, consulta previa, 
entre otros, del Consejo Comunitario de la Comunidad Negra de Barú. Lo anterior, por no ser incluida dentro de las reuniones efectuadas 

con la empresa privada y con el Ministerio del Interior en el proceso de consulta previa para la construcción de un puerto multipropósito 

en la isla de Barú, el cual sería ejecutado a cargo de la “Sociedad Portuaria Puerto Bahía” y cuya ejecución afectó los recursos naturales 
de la zona y obstaculizó la pesca artesanal que era el sustento económico de muchas de las familias de la comunidad.  
3 (MP Manuel José Cepeda Espinosa). En esta ocasión, la Corte declaró el estado de cosas inconstitucional en razón a la violación 

masiva, prolongada y reiterada de los derechos de la población desplazada, la cual a juicio de la Corporación, no era imputable a una 
única autoridad, sino que obedecía a un problema estructural que afectaba a toda la política de atención diseñada por el Estado. En razón 

de lo anterior, la Corte impartió una serie de órdenes con el fin de solventar esa grave situación. 
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desplazamiento forzado dentro del término de quince (15) días el tiempo máximo dentro del 

cual le dará respuesta a la solicitud; iii) informarle dentro del mismo término si la solicitud 

cumple con los requisitos para su trámite, y en caso contrario, indicarle claramente cómo 

puede corregirla para que pueda acceder a los programas de ayuda; iv) si la solicitud 

cumple con los requisitos, pero no existe la disponibilidad presupuestal, tendrá que 

adelantar los trámites necesarios para obtener los recursos, determinará las prioridades y 

el orden en que las resolverá; v) si la solicitud cumple con los requisitos y existe 

disponibilidad presupuestal suficiente, procederá a informar cuándo se hará realidad el 

beneficio y el procedimiento que se seguirá para que sea efectivamente recibido. En todo 

caso, deberá abstenerse de exigir un fallo de tutela para cumplir sus deberes legales y 

respetar los derechos fundamentales de las personas en situación de desplazamiento 

forzado4” 

 

8.2.- Debido proceso 

 

- Resulta indiscutible, que el debido proceso en los términos del art. 29 de la Constitución 

política se profesa sobre toda clase actuaciones tanto judiciales, administrativas y frente a 

particulares, por ende es necesario que se respeten las garantías innatas a este derecho 

fundamental.  

 

En este orden el derecho al debido proceso ha sido definido por la jurisprudencia 

constitucional, fijando la procedencia excepcional de la acción tutelar en algunos aspectos, 

tal como lo recalco mediante sentencias T- 957 de 2011, C- 341 de 2014 y T-036 de 2018, 

así: 

 

“…Esta Corporación ha definido el debido proceso administrativo como “(i) el conjunto 

complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el 

cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que 

guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de 

manera constitucional y legal”. Lo anterior, con el objeto de “(i) asegurar el ordenado 

funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) 

resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”. 

(…) Sin embargo, excepcionalmente, es posible tramitar conflictos derivados de 

actuaciones administrativas por vía de la acción de tutela, bien sea porque se acredite la 

amenaza de un perjuicio irremediable, caso en el cual cabe el amparo transitorio, o porque 

se establece que los medios de control ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo 

son ineficaces para la protección del derecho a la luz de las circunstancias de cada caso en 

particular, evento en el que opera como mecanismo definitivo. La jurisprudencia 

constitucional también ha señalado que la posibilidad de acudir directamente a la acción 

de tutela ante la revocatoria unilateral de un acto administrativo de contenido particular y 

concreto sin la debida observancia del debido proceso, pretende asegurar que el 

administrado pueda continuar gozando de sus derechos, mientras la autoridad 

administrativa cumple con el mandato legal de demandar su propio acto ante la 

jurisdicción competente, pues no resulta constitucionalmente admisible que dicha carga sea 

trasladada al particular…”5 

 
4 Al respecto pueden consultarse las sentencias T-307 de 1999 (Eduardo Cifuentes Muñoz), T-839 de 2006 (M.P Álvaro Tafur Galvis) y 
T-501 de 2009 (M.P Mauricio González Cuervo), en las cuales la Corte dejó sentado que “La protección reforzada en materia de derecho 

de petición es claramente exigible, más aún de las autoridades encargadas de la superación del “estado de cosas inconstitucional” que 

ha generado dicho fenómeno, en la medida que se trata de personas que se encuentran en una situación de violación múltiple, masiva y 
continua de sus derechos fundamentales”. 
5 Corte Constitucional Sentencia T- 957 de 2011 con ponencia del Magistrado Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 
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(…) 

 

“…El debido proceso como derecho fundamental, se encuentra  consagrado expresamente 

en el artículo 29 de la Constitución Política, y como primer elemento cabe resaltar su 

aplicación no solo para los juicios y procedimientos judiciales, sino también para todas las 

actuaciones administrativas, cuando establece que: “El debido proceso se aplicará a toda 

clase de actuaciones judiciales o administrativas”. La jurisprudencia de esta Corporación 

ha precisado que la extensión del debido proceso a las actuaciones administrativas, tiene 

por objeto garantizar la correcta producción de los actos administrativos,  y extiende su 

cobertura al ejercicio de la administración pública, en la realización de sus objetivos y 

fines estatales, cobijando todas sus manifestaciones , “en cuanto a la formación y ejecución 

de los actos, a las peticiones que realicen los particulares, a los procesos que por motivo y 

con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, 

garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto 

de las providencias administrativas, cuando crea el particular, que a través de ellas se 

hayan afectado sus intereses”[14].…” 

 

(…)  

 

“El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental al debido 

proceso, el cual debe ser respetado no solo en el ámbito de las actuaciones judiciales sino 

también en todas las actuaciones, procedimientos y procesos administrativos, de manera 

que se garantice (i) el acceso a procesos justos y adecuados; (ii) el principio de legalidad y 

las formas administrativas previamente establecidas; (iii) los principios de contradicción e 

imparcialidad; y (iv) los derechos fundamentales de los asociados.” 
 

8.3.- Carencia actual de objeto 

 

La Corte Constitucional creo el concepto de carencia actual de objeto para aquellos casos 

cuando se constata un hecho superado, el cual se presenta cuando cesa o se supera lo 

pretendido con la acción de tutela, tal como fue señalado en la sentencia T-523 de 2011:.  

 
“El objetivo de la acción de tutela es la protección efectiva, cierta e inmediata de los 

derechos fundamentales, presuntamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o de un particular, en concordancia con el artículo 86 de la Carta 

Política y el artículo 1° del Decreto 2591 de 1991.  

Por esta razón, es necesario que exista un sujeto determinado, titular de derechos 

fundamentales, una conducta de una autoridad pública o de un particular que vulnere o 

amenace los derechos de rango constitucional. Lo anterior, para efectos de que la acción de 

tutela proceda y el juez constitucional pueda valorar el caso concreto y llegar a una 

solución encaminada a proteger o restaurar la amenaza o vulneración. 

Ciertamente, los derechos no son otra cosa que facultades radicadas en cabeza de 

personas naturales o jurídicas, por lo cual su existencia no se presenta por sí misma, como 

una realidad ontológica autónoma o independiente, sino que sólo se da como consecuencia 

de la de un titular de tales facultades subjetivas6.  

El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 hace alusión a la improcedencia de la acción de 

tutela, “cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, 

salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho”. Sin embargo, el 

parágrafo del artículo 29 del mencionado decreto lo señala, el fallo de tutela no puede ser 

inhibitorio, por lo cual el juez de tutela no puede eximirse de realizar un análisis de fondo 

sobre el caso concreto. De ahí que, la Corte Constitucional haya creado el concepto de 

“carencia actual de objeto”, que puede configurarse por la ocurrencia de un hecho 

superado o de un daño consumado.  

 
6 Sentencia T-277 de 2008. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-341-14.htm#_ftn14
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Así, se presenta un hecho superado cuando cesa, desaparece o se supera el objeto jurídico 

de la acción de tutela, porque se restauró el derecho fundamental amenazado o 

vulnerado, impidiendo que “el juez de tutela entre a emitir una orden respecto de la 

situación fáctica que impulsó la interposición de la acción.”7 Lo cual no implica, tal como 

se dijo anteriormente, que el juez de tutela profiera un fallo en el cual deba pronunciarse 

sobre la configuración de un hecho superado y cómo se reparó el derecho, por lo que el 

hecho superado debe ser probado.” 

“En ese sentido, si el fundamento fáctico se superó antes de iniciado el proceso de tutela 

ante los jueces de instancia o en el trámite de la misma, corresponde al juez constitucional 

declarar la improcedencia de la misma, en virtud de lo establecido en el artículo 6 numeral 

4 del Decreto 2591 de 1991, debiendo verificar: i) si se trata de un hecho superado, cómo 

cesó la vulneración de los derechos fundamentales invocados, o ii) de tratarse de un daño 

consumado, declarar la improcedencia, analizando la existencia de la consumación del 

daño. Por su parte, la Corte en sede de revisión, deberá confirmar el fallo revisado, 

quedando facultada para pronunciarse de realizar un examen adicional relacionado con la 

materia de la que trata el caso concreto, con la finalidad de unificar jurisprudencia8.  

Pero si se superó o consumó el daño en el curso del trámite de revisión ante la Corte 

Constitucional, la Sala de Revisión deberá analizar el caso concreto y advertir si en el 

trámite ante los jueces de instancia se cumplió debidamente con las reglas 

jurisprudenciales, se aplicó adecuadamente las normas vigentes y dependiendo del caso 

conceder o revocar el amparo de los derechos fundamentales, sin importar, si al tratarse de 

un daño consumado no proceda a impartir orden alguna. Tal como se consagró en la SU-

540 de 2007: 

Entonces, sobre el particular se puede enunciar como regla general que a.) si la Corte 

encuentra que la decisión se profirió conforme a la Constitución Política y a la 

jurisprudencia, confirmará el fallo; b.) si verifica que sí hubo una vulneración, o que la 

tutela era procedente, revocará la decisión y señalará que aunque se habría concedido la 

tutela, se presentó un daño consumado con la muerte del actor, con lo que se configura la 

carencia de objeto y así lo declarará, previo su pronunciamiento de fondo, para 

determinar el alcance de los derechos vulnerados (en armonía con lo dispuesto en el 

artículo 24 del Decreto 2591 de 1991) y emitirá la orden de compulsar copias de la 

sentencia y del expediente a las autoridades correspondientes para eventuales 

investigaciones, si fuera del caso.  (Subrayado y negrilla fuera de texto)9.  

Por ejemplo, en la sentencia T-601 de 2008, la Sala sexta de Revisión, estudió el caso de un 

señor de 74 años que había sufrido un accidente cerebro vascular, razón por la cual se 

encontraba en delicado estado de salud, sin que la E.P.S accionada le hubiera autorizado 

la consulta domiciliaria que el médico tratante le había prescrito. Luego, en el curso de 

revisión de la acción de tutela por la Corte Constitucional, el actor falleció como 

consecuencia de la enfermedad terminal que padecía.  

En esta oportunidad, esta Corporación concluyó que la muerte del titular de los derechos 

fundamentales presuntamente vulnerados, genera una carencia actual de objeto, por daño 

consumado. No obstante, como al juez de tutela, en sede de revisión, le corresponde 

analizar el caso concreto y dilucidar si el daño se relaciona con la actuación u omisión de 

la entidad demandada y si las decisiones de los jueces de instancia aplicaron las reglas 

jurisprudenciales al caso concreto. Decidió en esta ocasión, revocar el fallo de segunda 

instancia que había revocado a su vez el amparo concedido por el juez de primera 

instancia, puesto que se logro verificar que la entidad accionada había vulnerado los 

derechos fundamentales invocados, al tratarse de un sujeto de especial protección 

constitucional y habérsele negado el suministro del tratamiento integral requerido. 

Llamándole la atención a E.P.S demandada pues “la ausencia de atención domiciliaria 

implicó la desatención permanente del usuario y el menoscabo de sus condiciones de 

salud,” advirtiéndole que en adelante deberá velar por la protección de los derechos de 

rango constitucional, cumpliendo con las obligaciones legales y constitucionales en su 

deber como entidad prestadora de salud.  

En conclusión, a pesar de que la jurisprudencia constitucional ha sido disímil frente al 

concepto de carencia actual de objeto, por hecho superado o daño consumado, en 

ocasiones denominándola sustracción de materia, y no existiendo una precisión conceptual 

de en cuál situación se enmarca el fallecimiento del accionante en el curso de la acción de 

 
7 Sentencia T-449 de 2008.  
8 Ver entre otras, Sentencias T-428 de 1998, T-107 de 2007, T-449 de 2008 y T-495 de 2010. 
9 Sentencia SU-540 de 2007. 
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tutela, ciertamente la existencia del sujeto cuyo derechos fundamentales están 

presuntamente vulnerados, es un presupuesto lógico para decidir sobre el fondo del asunto. 

Así las cosas, existe una carencia actual de objeto, porque no hay sujeto titular de los 

derechos, por lo cual no hay objeto –derechos constitucionales fundamentales- sobre el 

cual el juez constitucional pueda pronunciarse. Sin embargo, la jurisprudencia ha 

establecido que,  

(…) la circunstancia de la muerte conduce, como se dijo, a una carencia actual de objeto y 

ésta, a su vez, a la improcedencia de la tutela, por cuanto cualquier orden que se pudiera 

emitir sería ineficaz para la protección de los derechos fundamentales; sin embargo, en 

otros casos, esa consecuencia se ha calificado como la ausencia de interés legítimo o 

jurídico y así se ha declarado, o sencillamente, se ha entendido como sustracción de 

materia; terminación del asunto; cesación de la causa que generó el daño de la acción, de 

la actuación impugnada, o de la situación expuesta.10  

Por lo tanto, cuando el sujeto titular de los derechos fundamentales fallece en el trámite de 

la acción de tutela, el juez constitucional debe analizar el caso concreto y decidir si la 

actuación de la entidad accionada menoscabó los derechos invocados, y declarar el 

amparo improcedente al configurarse una carencia actual de objeto.” 

 

9.-Procedencia de la acción de tutela para protección del derecho fundamental de 

petición:  

 

a.- Fundamentos de derecho: En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha 

decantado que la protección por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a 

requisitos generales o especiales como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en 

lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 

24. La jurisprudencia de esta Corporación11 ha sido consistente en señalar que cuando se 

trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene 

previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de 

modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone 

de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue 

producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en 

esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción 

de amparo constitucional”. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, se evidencia que la accionante radicó derecho de petición ante el 

Departamento Administrativo de la Función Pública. 

 

En el apartado de subsidiariedad se verifica dado que se trata de la protección al derecho 

fundamental de petición que no tiene otro mecanismo de protección, se encuentra 

habilitado para acudir a la acción de tutela para remediar su situación de desamparo, de 

 
10 Sentencia SU-540 de2007. 
11 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 
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modo que los pedimentos pueden ser elevados al interior de la actuación judicial como se 

verá a continuación. 

 

10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto: 

 

1. Sería del caso emitir decisión de fondo respecto de las pretensiones formuladas por el 

accionante, de no ser porque fue puesto de presente por la Fiscal 65 Delegada Ante los 

Jueces Penales del Circuito Especializado Apoyo Fiscalía 10 Delegada ante el Tribunal 

Superior de Distrito de la Dirección de Justicia Transicional de Barranquilla, que ya había 

contestado acción de tutela formulada por el accionante, así mismo aportó copia de las 

providencias emitidas por el: 

 

- Tribunal Superior del Distrito Judicial Sala de Decisión Penal – en tutela de Santa 

Marta de fecha 17 de octubre de 2019, Magistrado Ponente Dr. José Alberto Dietes 

Luna (rad. 0658-19). 

- Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta Sala Penal de fecha 16 de 

diciembre de 2019, Magistrado Ponente Dr. David Vanegas González (Rad. 

47001220400020190021600). 

 

Visto lo anterior se hace necesario poner de presente que: 

 

- El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 determinó como actuación temeraria 

aquella cuando “sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela 

sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces”. 

- La Corte Constitucional en providencias como la T-087 de 2020, ha precisado 

teniendo en cuenta la citada norma, que se configura temeridad cuando se 

reúnen los siguientes elementos: 

 

✓ Identidad de partes. 

✓ Identidad de hechos. 

✓ Identidad de pretensiones. 
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✓ Ausencia de justificación en la presentación de la nueva demanda. 

 

Conforme lo expuesto se tiene que: 

 

- El accionante señor Benjamín Antonio Torrijos Calvo ya había presentado dos 

acciones de tutela para efectos de obtener indemnización administrativa, ante el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta. 

- En los referidos escenarios fue vinculada la Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Victimas. 

- Los hechos de acuerdo a lo indicado en las citadas providencias al igual que en 

el presente asunto versan respecto del desplazamiento y extorción a que fue 

sometido el accionante.  

- Lo pretendido acorde lo plasmado en los mentados fallos es la reparación 

integral, que es lo mismo que pretende el actor en la presente acción de tutela. 

 

En consecuencia acorde lo dispuesto en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, se 

rechazara la presente acción de tutela. 

 

2. Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que: 

 

- Se torna improcedente la presente acción de tutela ya que la parte accionante, 

puede hacer uso al interior de la acción de tutela No. 0658-19 tramitada en el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial Sala de Decisión Penal, del incidente de 

desacato o cumplimiento del fallo, ya que dicho despacho judicial ya decidió 

respecto de lo pretendido por el actor en el presente asunto. 

- Al tener los enunciados mecanismos la parte accionante, no solo hace que se 

torne improcedente la acción de tutela, por no cumplir con el requisito de 

procedibilidad de la acción de tutela de subsidiariedad, sino que además dichos 

medios son  idóneos y eficaces para resolver los derechos que en sentir de la 

accionante se encuentran conculcados, si se tiene en cuenta que acorde lo 

dispuesto por la Corte Constitucional en sentencias como la sentencia C-367 de 

2014: 

 

• El Juez de tutela tiene competencia para hacer cumplir el fallo en 4 días: 
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“El trámite o solicitud de cumplimiento, previsto por el artículo 27 del Decreto 2591 

de 1991, otorga al juez de tutela competencia suficiente para hacer cumplir su fallo en 

un término brevísimo: en el peor de los casos apenas supera las 96 horas, es decir, 4 

días[48], lo que respeta el límite máximo que para lo inmediato en materia de tutela fija 

la Constitución: diez días. En efecto, una vez proferido el fallo que concede la tutela (i) 

el responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora; (ii) si no lo hiciere dentro de 

las 48 horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá 

para que lo haga cumplir y abra un procedimiento disciplinario contra él; (iii) si no se 

cumpliere el fallo pasadas otras 48 horas, el juez ordenará abrir proceso contra el 

superior que no procedió conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las 

medidas para el cabal cumplimiento del fallo. Además, el juez puede sancionar por 

desacato al responsable y a su superior hasta que se cumpla el fallo y, en todo caso, 

conservará su competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o 

eliminadas las causas de la amenaza.” 

 

• El término para resolver el incidente de desacato es de diez días: 

 

“En el análisis del cargo planteado se estudió, en general, el deber de acatar las 

providencias judiciales y los poderes del juez para hacerlas cumplir y, en especial, el 

deber de acatar los fallos de tutela, los poderes del juez para hacerlos cumplir y las 

responsabilidades que pueden seguirse de su incumplimiento. A partir de estos 

parámetros se descendió al caso concreto, para examinar el artículo 52 del Decreto 

2591 de 1991 a la luz de los anteriores parámetros, encontrando que (i) el incidente 

allí previsto no tiene un término determinado en el Decreto 2591 de 1991, ni 

determinable a partir de otras normas jurídicas, y que (ii) esta omisión afecta una 

condición o ingrediente que, conforme a la Constitución sea una exigencia esencial 

para armonizar con ella, de tal suerte que se configura una omisión legislativa 

relativa. Ante esta grave situación, este tribunal, sin dejar de reconocer que el 

legislador puede fijar un término en la ley para resolver el trámite incidental de 

desacato a un fallo de tutela, acudió al artículo 86 de la Constitución, que regula la 

acción de tutela, en el que encontró un criterio fundado para determinar, de manera 

objetiva y razonable, cómo podría entenderse en el tiempo el mandato constitucional 

de que la protección de los derechos fundamentales y el cumplimiento de los fallos de 

tutela sean inmediatos, como es el de que para resolver el trámite incidental de 

desacato a un fallo de tutela en ningún caso podrán transcurrir más de diez días, 

contados desde de su apertura.” 

 

• La accionante puede iniciar de manera paralela el trámite de 

cumplimiento de fallo e incidente de desacato: 

 

“En cuarto lugar también se ha aclarado que “el trámite del cumplimiento del fallo no 

es un prerrequisito para el desacato”[32] y por ello “en forma paralela al cumplimiento 

de la decisión, es posible iniciar el trámite de desacato”[33].” 

 

- Además, la Corte Constitucional en sentencia T-271 de 2015, precisó que el juez 

que resuelve el incidente de desacato puede proferir ordenes adicionales a las 

impartidas o introducir ajustes a la inicial, respetando el alcance de la protección 

y principio de cosa de cosa juzgada: 

 

“Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que por razones muy 

excepcionales el juez que resuelve el incidente de desacato, con la finalidad de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-367-14.htm#_ftn48
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-367-14.htm#_ftn32
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-367-14.htm#_ftn33
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asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las 

originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden inicial, siempre que se 

respete el alcance de la protección y el principio de la cosa juzgada, señalando los 

lineamientos que han de seguirse para tal efecto:  

 “(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho es 

necesario modificar la orden, en sus aspectos accidentales, bien porque: 

 (a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental 

tutelado, o lo hizo en un comienzo pero luego devino inane; 

(b) porque implica afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente el 

interés público o 

(c) porque es evidente que lo ordenado siempre será imposible de cumplir.  

(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas deben 

estar encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido original y 

esencial de la orden impartida en el fallo con el objeto de asegurar el goce efectivo del 

derecho fundamental tutelado.  

 (3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, en cuanto 

a las condiciones de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello sea necesario para 

alcanzar dicha finalidad. 

 (4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la 

protección concedida y compensar dicha reducción de manera inmediata y 

eficaz.”[47]” 

 

- En conclusión, se tiene que los mecanismos de cumplimiento de fallo de tutela e 

incidente de desacato, resultan ser idóneos y eficaces ya que son incluso más 

rápidos que la acción de tutela, y por tanto no se cumple con el requisito de 

subsidiariedad dado que no se acreditó que se hubiera hecho uso de estos. 

 

3. Por otra parte, si en gracia de discusión estuviera dar trámite a la acción de tutela, 

obviando el hecho que se presenta temeridad y no se cumple con el requisito de 

subsidiariedad, se debe tener en cuenta: 

 

- La Ley 1448 de 2011 y la Corte Constitucional en providencias como la T-347 

de 2018, establecen que para la reclamación de reparación administrativa la 

victima debe previa la inscripción en el Registro Único de Víctimas, solicitar a 

la UARIV la entrega de indemnización administrativa a través del formulario 

que se disponga para el efecto: 

 

“De esta forma, la persona que pretenda reclamar la reparación administrativa por 

cumplir con la calidad de víctima que se describe en el inciso 2° del artículo 3° de la Ley 

1448 de 2011, deberá, previa inscripción en el Registro Único de Víctimas, solicitarle a la 

UARIV la entrega de la indemnización administrativa a través del formulario que esta 

disponga para el efecto, sin aportar documentación adicional salvo datos de contacto o 

apertura de una cuenta bancaria o depósito electrónico, si la entidad lo considera 

pertinente (art. 151). En ese orden, si hay lugar a ello se entregará la indemnización 

administrativa en pagos parciales o un solo pago total atendiendo a criterios de 

vulnerabilidad y priorización. 

 

(…) 

 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-271-15.htm#_ftn47
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“Por ello, cuando las personas víctimas de este tipo de hechos victimizantes acudan ante 

las autoridades para solicitar su reconocimiento como víctimas, deberán ser incluidas en el 

RUV, salvo que la UARIV desvirtúe que la relación fáctica no tiene vinculación alguna con 

el conflicto armado. Asimismo, deberá la Unidad para la Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas asignar el respectivo turno GAC a las personas que sean incluidas dentro del 

RUV con la finalidad de que les sea entregada la indemnización administrativa a que tienen 

derecho.”(T-347 de 2018 subrayado fuera de texto) 

 

- Visto lo anterior se tiene que en el presente trámite el accionante no cumplió con 

el requisito de haber solicitado a la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas, la entrega de indemnización administrativa, si se tiene 

en cuenta que éste no presentó la petición ante la citada entidad sino ante el 

Departamento Administrativo de la Función Pública quien manifestó no tener 

competencia para tramitar la solicitud de indemnización.  

 

4. En lo que toca a la petición presentada por el señor Benjamín Antonio Torrijo Calvo, 

ante el Departamento Administrativo de la Función Pública, se debe poner de presente: 

 

- La entidad procedió acorde lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 1755 de 

2015: 

 

“Funcionario sin competencia. Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la 

competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de 

los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término 

señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al 

peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los 

términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la 

Petición por la autoridad competente.”  

 

- Lo anterior en atención a que el Departamento Administrativo de la Función 

Pública mediante radicado 20202040452391 del once de noviembre de 2020, 

remitió la petición del accionante a la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas, lo cual puso en conocimiento del accionante. 

- En los anteriores se tiene que estamos frente a hecho superado por carencia de 

objeto respecto del Departamento Administrativo de la Función Pública, dado 

que el motivo que daría lugar a tramitar la acción de tutela respecto de dicha 

entidad fue superado con el envió de la petición a la entidad competente. 

- Ahora bien, corresponde a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas dar respuesta a la solicitud que le fue remetida, para lo cual cuenta 

con el término para decidir o responder desde el día siguiente a la recepción de 

la petición, el cual no ha fenecido si se tiene en cuenta que el  Departamento 
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Administrativo de la Función Pública apenas el 11 de septiembre de 2020 

profirió el oficio de envío, no vulnerando de ésta manera la UARIV el derecho 

fundamental de petición. 

 

 En consecuencia el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela presentado por Arnedis del Carmen Terán Ríos 

en contra de la Unidad Para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

 

SEGUNDO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

TERCERO: NOTIFICAR la decisión por el medio más expedito. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

 
©Å╦Ç 

 


